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Señora: 
MARIA NANCY GARCIA GARCIA  
Magistrada del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali 
E.     S.      D.   
 
REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL SEGUNDA INSTANCIA 
ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
DEMANDANTE:  LUZ MARINA RAYO ORTIZ C.C. 31919178 
DEMANDADO:  Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES 
RADICACIÓN: 76001310501120190015900 
 
 
MARIA FERNANDA RODRIGUEZ GUTIERREZ, abogada en ejercicio, identificada como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada sustituta de la 
Administradora Colombiana de Pensiones - en adelante COLPENSIONES -, cordialmente solicito al 
Despacho reconocerme personería para actuar en el presente proceso de acuerdo con el poder 
de sustitución adjunto. Por lo que estando dentro de la oportunidad procesal, conforme a lo 
dispone el artículo 15 del Decreto 806 del año 2020, de manera respetuosa me permito presentar 
alegatos de conclusión dentro del proceso de la referencia, con la finalidad que sean considerados 
en la alzada, de acuerdo con los siguientes: 
 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 
 
Resulta indispensable señalar que, El literal “b” del artículo 13 la Ley 100 de 1993, expresa: “La 
selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo anterior es libre y voluntaria 
por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento de la 
vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona natural o jurídica que desconozca 
este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso 1o. del 
artículo 271 de la presente ley.” 
 
Por su parte, el literal “e”, ibídem, establece: “modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003. 
El nuevo texto es el siguiente:&gt; los afiliados al sistema general de pensiones podrán escoger 
el régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 
trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección 
inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse 
de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a 
la pensión de vejez” 
 
De conformidad con la norma en cita se concluye que, en cabeza de los afiliados recae la potestad 
exclusiva de elegir el régimen pensional al cual desean vincularse, por tanto, al mediar formulario 
de afiliación al RAIS para los asuntos en que se pretende la declaratoria de nulidad del acto 
jurídico, es menester señalar que dichos formularios, a la luz del artículo 13 de la ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003, constituyen prueba plena de la voluntad del 
afiliado al momento de efectuar su traslado. Motivo por el cual, al encontrarse inmersos en la 
prohibición legal prevista en el literal “e” de la citada norma, y al haberse efectuado un acto que 
se reputa a todas luces motivado por la voluntad de quien lo suscribe, y por ende valido; no 
estarían llamadas a prosperar las pretensiones relativas a la ineficacia de la afiliación y nulidad de 
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traslado que se predican. Así, en el caso de autos resulta jurídicamente improcedente que se 
ordene el traslado de la demandante al RAIS, al haber cumplido la edad pensional. 
 
De otro lado, es menester señalar que el sistema pensional colombiano se divide en dos regímenes 
de diferente naturaleza: a). el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad – (RAIS), y b). el 
Régimen de Prima Media (RPM). En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad los aportes 
pensionales se depositan en una cuenta de ahorro individual a nombre de cada afiliado, es decir, 
éste es dueño de su propia cuenta. Bajo este sistema, la pensión obligatoria se financia con los 
aportes efectuados por el afiliado y el empleador, más los rendimientos generados. Si el afiliado 
es trabajador independiente, los aportes los asume él en un 100%. En algunos casos, la pensión 
obligatoria también se nutre de los subsidios creados por la Ley, es el caso de la Garantía de 
Pensión Mínima. 
 
Por su parte, en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida los aportes pensionales van 
a una ‘bolsa común’; asimismo, la financiación de la pensión obligatoria cuenta con la garantía de 
un fondo común de naturaleza pública que se nutre de los aportes pensionales de sus afiliados. 
Cuando los afiliados se trasladan del Régimen de Prima Media al de Ahorro Individual, serán 
portadores de lo que se conoce como bono pensional. 
 
Por tanto, es claro que ambos Regímenes, excluyentes entre sí, comportan sus propias ventajas 
y desventajas, mismas que son asumidas por los afiliados al momento de efectuar su afiliación, 
por lo que resulta improcedente y jurídicamente inviable que, se pretendan alegar supuestos vicios 
en el consentimiento alegando la presunta desventaja que les comportaría recibir una mesada 
pensional en el RAIS, pues, para que dichas pretensiones pudiesen prosperar, resulta 
indispensable que el demandante demuestre la pérdida de un tránsito legislativo o la frustración 
de una expectativa legitima ocasionada por la decisión de trasladarse al Régimen de Ahorro 
Individual. Pese a lo anterior, de los presupuestos esbozados en la demanda y del material  
probatorio allegado al plenario, se puede concluir que el demandante conserva la posibilidad de 
obtener una pensión en el RAIS. 
 
En lo que respecta a los presuntos vicios en el consentimiento configurados al momento del 
traslado al RAIS, con fundamento en la ausencia de una proyección de la mesada pensional, y en 
la presunta desventaja que comporta para el afiliado recibir una mesada pensional en el RAIS en 
lugar del RPM, resulta menester señalar que, a diferencia de lo que se planteó en la demanda, 
tales circunstancias no constituyen vicios en el consentimiento. De un lado porque para el 
momento de la afiliación era imposible predecir los Ingresos Base de Cotización sobre los cuales 
cotizaría la demandante en los próximos años y calcular una futura mesada pensional real en el 
momento de la afiliación, pues los ingresos económicos podrían variar en relación a los reportados 
en su Historia Laboral hasta esa fecha. Adicional a ello, tal como lo ha expresado la Honorable 
Corte Constitucional ha manifestado en la Sentencia C- 086 de 2002, Magistrado Ponente CLARA 
INES VARGAS HERNANDEZ, “es claro que el sistema de Seguridad Social en pensiones no tiene 
por finalidad preservar el equilibrio cuota prestación sino la debida atención de las contingencias 
a las que están expuestas los afiliados y beneficiarios, además por que el régimen de prestaciones 
de la seguridad social en pensiones no es un régimen contractual como el de los seguros privados 
sino, todo lo contrario se trata de un régimen legal de una manera se asienta en el régimen 
contributivo en el que los empleadores y el estado participan junto a los trabajadores en los 
aportes que resultan determinantes en la cuantía de la Pensión. De ahí que los afiliados a la 
seguridad social no ostenten un derecho subjetivo a una cuantía determinada de las pensiones 
futuras, esto es, las pensiones respecto de las cuales no se ha producido el hecho que las causa” 
(…).  
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Ahora bien, la solicitud hecha por la parte actora respecto del reconocimiento de pensión de vejez, 
no puede partir de supuestos de hecho o meras expectativas, por cuanto el reconocimiento de 
pensión aquí pretendido, no se basa en un mero comparativo para determinar si en realidad le es 
más favorable o no al demandante realizar dicho traslado, poniendo de presente además, lo 
indicado en las circulares 058 de 1998 y 006 de 2011 de la superintendencia financiera y el artículo 
107 de la ley 100 de 1993, las cuales indican que no es viable que a favor de quien se le ha 
reconocido un derecho pensional, pretenda y se le autorice el traslado de régimen. 
 
En el presente proceso no logró acreditarse de manera fehaciente que, la demandante haya sido 
engañada o inducida a tomar una decisión desfavorable a sus intereses, más aun, cuando 
permaneció en el Régimen de Ahorro Individual con solidaridad por tantos años sin manifestar 
ninguna inconformidad respecto al desempeño y administración de sus aportes, afianzando su 
decisión de estar en este Régimen. De tal suerte que, al no estar plenamente acreditados los 
presupuestos necesarios para derruir el libre consentimiento otorgado por la actora al momento 
del traslado, se solicita declarar la validez de la afiliación de la demandante al RAIS y en 
consecuencia decretar que la AFP privada., es la única entidad llamada a responder por las 
prestaciones que se deriven de la afiliación de la demandante al Subsistema de pensiones. 
 
Por lo anterior, de manera atenta y respetuosa solicito al Honorable Tribunal Superior de Distrito 
Judicial de Cali, absolver a mi representada. 
 
ANEXOS 

1. Poder general otorgado mediante la escritura pública. 
2. Poder de sustitución. 

 
NOTIFICACIONES 
 
La suscrita recibirá notificaciones en la secretaría de su Despacho, o en la Calle 5 oeste No. 27-
25 Tel: 8889161-64 de Cali. 

De conformidad con lo dispuesto por el Decreto 806 de 2020, manifiesto que el canal digital a 
través del cual recibiré notificaciones es: secretariageneral@mejiayasociadosabogados.com  y 
mfrodriguez@mejiayasociadosabogados.com y el demandante la recibirá en el correo:  
asesoriasjuridicas.pensiones@hotmail.com 

Respetuosamente; 

 
 

 
 

MARIA FERNANDA RODRIGUEZ GUTIERREZ  
C.C. 1143855474de Cali 
T.P. 289.597del C.S. de la Judicatura 
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Señora: 
MARIA NANCY GARCIA GARCIA  
Magistrada del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali 
E.     S.      D.   
 
REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL SEGUNDA INSTANCIA 
ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
DEMANDANTE:  LUZ MARINA RAYO ORTIZ C.C. 31919178 
DEMANDADO:  Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES 
RADICACIÓN: 76001310501120190015900 
 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.144.041.976 
de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA Y ASOCIADOS 
ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad con domicilio 
principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 de julio de 2010 
de la Notaria Cuarta (04) de Cali  inscrita en cámara y comercio el 06 de julio de 2015 con el No 
9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de junio de 2015 de la 
Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 2015 con el No. 9038 
del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora Colombiana de Pensiones-
Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa jurídica de esta Entidad 
dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado mediante la escritura pública No. 
3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) del Circulo de Bogotá. 
 
A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la abogada MARIA 
FERNANDA RODRIGUEZ GUTIERREZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1143855474de Cali, abogada titulada y en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional 
289.597del Consejo Superior de la Judicatura; la apoderada queda facultada para la presentación 
de alegatos de conclusión dentro del proceso de la referencia.  
 
 
En consecuencia, sírvase reconocer personería a la abogada MARIA FERNANDA RODRIGUEZ 
GUTIERREZ, en los términos del presente mandato. 

 
Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 
 
 
 
De usted, respetuosamente, 
 

 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO 
C.C. No. 1.144.041.976 de Cali 
T.P. No. 258.258 del C. S. J. 
 
 
 

 
Acepto, 
 
 
 
 
 
 
MARIA FERNANDA RODRIGUEZ GUTIERREZ  
C.C. 1143855474de Cali 
T.P. 289.597del C.S. de la Judicatura 
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